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			“Un país, para sentar las bases de un desarrollo duradero, como necesita la Argentina, requiere de un consenso amplio, que trascienda a una coalición de un gobierno. Y eso implica que cuando cambie el gobierno, no cambien las políticas de Estado.”

			—

			HORACIO RODRÍGUEZ LARRETA, 
jefe de Gobierno de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires 

			“Tener una Oficina de Asuntos Públicos es tener un equipo que está todos los días tratando de quitar las barreras entre los distintos actores.” 

			—

			DIEGO SANTILLI, 
diputado nacional por la 
Provincia de Buenos Aires 

			“Los Asuntos Públicos son el principal y único objeto de gestión del Estado. Cualquier cosa que toque el Estado lo transforma de facto en un Asunto Público.”

			—

			DR. LUCIANO ELIZALDE, 
decano de la Facultad de Comunicación 
de la Universidad Austral

			“El fomento del diálogo entre los diferentes actores 
y las autoridades gubernamentales debería ser considerado 
una prioridad para alcanzar el desarrollo de la sociedad.”

			—

			PABLO CATTONI, 
reconocido experto en Asuntos Públicos. 
Ex Dow, BAT, GE. Consejo Prof. de RRPP

			“Las restricciones a la posibilidad de llegar a acuerdos 
tiene que ver con la falta de confianza, por eso es determinante 
cultivar y desarrollar ese vínculo personal.”

			—

			ROGELIO FRIGERIO, 
ex ministro del Interior de la Nación

			“Un Estado moderno y democrático hace del relacionamiento 
un culto sagrado. Si cuenta con políticas estratégicas en esto tiene más posibilidades de alcanzar sus objetivos.”

			—

			DR. DANIEL HADAD, 
fundador y director del Grupo Infobae

			“Una buena base de conexión humana permite una mayor comprensión de los intereses del otro, y por lo tanto habilita más 
posibilidades a la hora de buscar un punto de encuentro”.

			—

			MARK KENT, 
ex embajador británico en Argentina

			“Una política de Asuntos Públicos puede hacer comprender 
la multidimensionalidad y los delicados equilibrios 
que requieren las políticas públicas.”

			—

			MARTÍN LOUSTEAU, 
senador nacional por la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. 

			“El sector de los Asuntos Públicos es altamente especializado. 
Es esencial que exista una oficina dedicada a manejar 
esta importante área, atendida por personal calificado.”

			—

			LIONEL ZETTER, 
destacado experto en Asuntos Públicos de UK,

			autor de Lobbying, the art of political persuasion, 
MA Sussex University

			“Solo tendremos un rumbo estable y podremos construir 
un Estado eficiente y honesto si una cantidad de actores 
relevantes se ponen de acuerdo.”

			—

			RODRIGO ZARAZAGA, 
sacerdote de la Iglesia Católica Argentina 

			“El principal aporte es el establecimiento de reglas y acuerdos compartidos según consensos. Esto también mejora la condición de transparencia y da cierta previsibilidad al sector público.”

			—

			PATRICIA BULLRICH, 
ex ministra de Seguridad de la Nación 

			“Los asuntos públicos comprenden un amplio universo de acciones entre las cuales se incluyen las políticas públicas, las leyes y regulaciones, pero también se realizan con el aval del sector privado y del sector civil. Por lo tanto, hablamos de un entretejido de acciones políticas y actores sociales.” 

			—

			JULIO COBOS, 
ex vicepresidente de la Nación 

			“Posiblemente AAPP sostenidas en el tiempo permitan que de manera orgánica surjan un conjunto de políticas públicas que tengan alta probabilidad de acuerdo y de tratamiento público concreto, potente y asertivo. Aun en momentos de total tensión de agenda entre distintos espacios de poder, donde no haya acuerdos casi posibles, la mejor versión de ello solo podría tener lugar si estuviera precedido por años de relaciones entre las distintas personas de los sectores de poder.”

			—

			PABLO KNOPOFF, 
director de Isonomía Consultores; 
especialista en opinión pública 

			“La buena predisposición al diálogo, la apertura intelectual y una justa dosis de sensibilidad en cada uno de los actores son preponderantes en la búsqueda del equilibrio de las decisiones. Debe considerarse que el tema tratado deja de ser patrimonio individual, oficial o sectorial para convertirse en un tema de interés general.”

			—

			LUCIANO MIGUENS, 
ex presidente de la Sociedad Rural 
Argentina; Mesa de Enlace 2008

			“Entiendo a los asuntos públicos como aquellas cuestiones sobre las que las personas privadas debatimos en nuestro carácter de ciudadanos. Es decir, los asuntos públicos son aquellos problemas que nos son comunes, en cuanto compartimos un espacio común con bienes que no alcanzan muchas veces a cubrir las necesidades de todos.” 

			—

			DANIEL ARROYO, 
diputado nacional por la Provincia de Buenos Aires; 
ex ministro de Desarrollo Social de la Nación 

			“Los asuntos públicos son todos aquellos que conciernen al conjunto del Estado y al conjunto de la sociedad que no son estrictamente asuntos privados de una persona, de un grupo, o de un lugar y que tienen 
en la mirada el bien colectivo y no solo el bien individual, 
y por lo tanto yo creo que son la síntesis de lo que constituye la base 
para la generación de políticas públicas.”

			—

			RODRIGO EGAÑA, 
director de Gestión de Políticas Públicas del Gobierno 
de Chile durante la primera gestión de Michelle Bachelet

			“La idea de desarrollo es un horizonte que pretende organizar cursos de acción entre un conjunto de actores determinados esperando un resultado. Estos actores, en la Argentina, sin lugar a duda son políticos, sociales, económicos, comunitarios, del sector científico, de los diferentes niveles del Estado, de la ciudadanía de a pie y de la comunidad internacional con incidencia dentro del país. Entre estos actores se deben consensuar políticas capaces de alcanzar dicho horizonte.”

			—

			GABRIEL KATOPODIS, 
ministro de Obras Públicas de la Nación; 
ex intendente de San Martín

			“Para las instituciones de la sociedad civil es clave conocer 
el complejo funcionamiento del Estado y cómo es su estructura. 
Esto nos permite optimizar nuestras gestiones con el sector público 
y coordinar mejor el trabajo conjunto. Lo público es lo de todos 
y tiene que volver en calidad y superación de conflictos.”

			—

			JORGE KNOBLOVITS, 
presidente DAIA

			“La esfera pública siempre es diferente a la privada. Se puede construir un buen escenario para la toma de decisiones por vías privadas o de relaciones personales como punto de partida, pero el fortalecimiento real, creo, viene del acuerdo político, por lo menos con consecuencias para una sociedad.”

			—

			ANDRÉS LARROQUE, 
ministro de Desarrollo de la Comunidad de la 
Provincia Buenos Aires, secretario general de La Cámpora

			“Una política de Asuntos Públicos con lineamientos 
claros de relacionamiento estratégico y sistemático conseguiría mejorar 
la calidad de la política pública y fortalecer las instituciones. Un sistema 
de Asuntos Públicos que funcione de manera regulada, que sea transparente
y formal, fortalece el marco institucional y a su vez aumenta 
y mejora la calidad de la política pública.”

			—

			DANTE SICA, 
ex ministro de Producción 
y Trabajo de la Nación 

			“Es esencial una política de relacionamiento para el mejor funcionamiento del Estado. Los asuntos públicos deben ser aquellos que estén en el marco de una agenda consensuada, que permanezca a salvo de los vaivenes políticos. Políticas de Estado que hagan al conjunto de la sociedad y de cuyo consenso puedan ser llevadas a cabo entre el oficialismo y la oposición, para el desarrollo del país y el progreso colectivo.” 

			—

			JUAN ZABALETA, 
intendente de Hurlingham, 
ex ministro de Desarrollo Social de la Nación

		


		
			A mi familia, a mis padres, Patricia y Ricardo, 
quienes —desde que nací— han trabajado con amor para que hoy yo sea esto que soy, empujándome con su ejemplo a vivir 
con honradez, confiando siempre en que un mundo mejor 
se puede construir, que depende de nosotros. 



			A la memoria de mis abuelos. Especialmente, mi abuelo Pipi. Él me obsequió mi primer libro: El hombre mediocre, 
de don José Ingenieros. Maravillosa obra que invita
 a vivir persiguiendo sueños e ideales como los que me han
 inspirado a escribir esta obra.

		


		
			“Uno puede lograr cualquier cosa en la vida siempre 

			que no le preocupe a quién se le atribuya el crédito.”

			Harry Truman
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			PRÓLOGO 
Por Juan Manuel Abal Medina

			Cuando hablamos de “polarización política” me gusta decir que esta es a la democracia como lo es la sal a las comidas. Un plato sin nada de sal es generalmente soso y aburrido mientras que uno con demasiada se vuelve horrible e incluso incomible. La clave está en encontrar la cantidad correcta.

			En la democracia, ocurre lo mismo con la polarización; si esta no existe y todas las opciones políticas parecen iguales a los ojos de los ciudadanos, el voto pierde sentido ya que “son todos iguales”, crecen la apatía y el desencanto y sentimos que existe una crisis de representación. La misma idea democrática de gobierno del pueblo se debilita, ya que si con el voto no se pueden señalar rumbos determinados de políticas públicas, elegir entre opciones específicas de gobierno, la elección se vuelve solo sobre “quién/quiénes” van a gobernar y no sobre “cómo” van a hacerlo.

			Una “dosis” justa de polarización permite que los partidos y candidatos sean identificables por la ciudadanía, que se conozca qué supone votar a uno y no a otros, qué políticas públicas defienden cada uno. En síntesis, con esta dosis correcta, el voto señala un rumbo de gobierno, no se dice solo quién se quiere que gobierne sino cómo lo hará; es decir que la democracia, como idea de autogobierno del pueblo, funciona, rudimentariamente, pero funciona y la ciudadanía se siente “representada”.

			¿Pero qué ocurre cuando la cantidad de sal se vuelve excesiva? Hablamos de una polarización extrema cuando las opciones políticas empiezan a distanciarse más y más y a no compartir nada, lo que complica fuertemente la capacidad de acordar decisiones y dificulta que las políticas implementadas por un gobierno se mantengan en el tiempo. 

			Pero puede ocurrir algo aún peor. Volviendo a las metáforas culinarias, si no solo echamos al plato demasiada sal sino en una variante equivocada, como sal gruesa. 

			La sal equivocada para el plato democrático es un tipo de polarización distinto de la tradicional, la que denominamos polarización ideológica o programática, que consiste en que los partidos se distancian unos de otros en sus propuestas de políticas públicas, por ejemplo, en cuánto tiene que ser el gasto público, en cuál debe ser el salario mínimo, en cómo se debe ejecutar el presupuesto en salud, en la manera de combatir el delito, etc.

			La sal gruesa de nuestro ejemplo es el tipo de polarización que llamamos “afectiva” y que le añade a la polarización programática una dimensión moralizante, una separación entre un “ellos” y un “nosotros”, entre los “buenos” y los “malos” que prácticamente hace imposible el buen funcionamiento de la democracia. 

			Esto es así porque, incluso con altas dosis de polarización programática, con gran “distancia entre las opciones”, siempre existe la posibilidad de llegar a acuerdos, de alcanzar soluciones intermedias o de compromiso, aunque sean momentáneas y parciales. Sin embargo, cuando el otro deja de ser solamente alguien que piensa (muy) distinto que yo y defiende ideas que yo entiendo (muy) equivocadas y pasa a ser alguien malvado, que no busca el bien para mi grupo, sociedad o país, todo acuerdo se vuelve imposible. En síntesis, cuando el otro deja de ser un adversario y se transforma en un enemigo (un delincuente, un corrupto, un asesino, un criminal, etc.), la democracia sencillamente no funciona.

			Es precisamente esta la situación que estamos viviendo desde hace varios años en la Argentina, la que popularmente conocemos como “la grieta” y la que viene preocupando a Gonzalo Aziz. 

			Lo sé perfectamente porque lo he charlado varias veces con él y porque conocí las diversas acciones que emprendió para intentar mitigar los daños que esta polarización extrema causa a nuestro país buscando generar espacios de encuentro entre personas que no pensamos igual. 

			A ese compromiso histórico contra la grieta Gonzalo le suma ahora un aporte académico, presentando como resultado de sus estudios e investigaciones, una propuesta coherente y sistémica para institucionalizar ámbitos que nos permitan generar los necesarios consensos en las políticas públicas que la gravedad de la situación demanda.

			En este interesante libro, Gonzalo nos presenta un detallado y fundado “estado del arte” del área de estudios del análisis y la evaluación de las políticas públicas focalizando en la ventaja que presentan los modelos que toman en cuenta los puntos de vista del conjunto de los actores involucrados a la hora de diseñar e implementar estas políticas. 

			El autor es consciente de que en sociedades complejas y diversas como las actuales los márgenes de éxito de las políticas diseñadas al interior de las oficinas públicas, sin tomar en cuenta las opiniones de los individuos o grupos a las que van dirigidas, son escasos. Por tal motivo una política de asuntos públicos que haga del relacionamiento entre los actores intervinientes del proceso de decisiones públicas algo estable, rutinario y permanente es una práctica que seguramente redundará en mejores resultados, es decir, mejores decisiones, más cercanas al óptimo social y más sencillas de implementar que aquellas que “viene de arriba y sin aviso”.

			La propuesta de Gonzalo de pensar instituciones al interior del aparato estatal que mejoren la calidad en la producción de políticas públicas, nos permite introducirnos en la discusión sobre el propio Estado, que está muy presente en nuestros días. Lamentablemente, el debate político se concentra sobre una sola dimensión: el tamaño del Estado. No se aborda el tema de sus capacidades técnicas, políticas y administrativas para la generación de valor público.

			Discutir solo el tamaño del Estado (cantidad de empleados, cantidad de ministerios, cantidad de empresas públicas, presupuesto, etc.) es olvidar que lo más relevante para la vida social es lo que el Estado produce, es decir, la calidad de su producción y su valor público. Y esto no está relacionado con el tamaño del aparato estatal, sino con sus capacidades para transformar positivamente la realidad y, por lo tanto, la vida de la gente. En el mundo existen Estados amplios capaces y Estados reducidos capaces, al igual que grandes aparatos estatales incapaces o mediocres y Estados reducidos igualmente deficientes. Lo que verdaderamente diferencia a los Estados es su capacidad para implementar políticas públicas de calidad, eso es la calidad estatal. Usando una metáfora similar a aquella con la que comenzamos este prólogo, una persona puede aumentar de peso porque se excedió con las comidas o porque hizo mucho ejercicio, es decir que podría pesar lo mismo tanto cuando ese incremento obedezca al aumento de la grasa corporal como cuando se deba al aumento de la masa muscular. 

			En la vida de los seres humanos existen tres tiempos: el pasado, el presente y el futuro. Y como nos suele recordar Oscar Oszlak, las administraciones públicas de Estados con débiles capacidades institucionales tienden a funcionar solo en el presente, en el día a día (“presentismo”), renunciando al futuro —a la planificación— y al pasado —por no dedicarse a evaluar los resultados de las políticas implementadas—. Los aparatos estatales capaces son aquellos que pueden aprender de lo que han hecho, implementar sus políticas de forma eficiente y planificar lo que van a hacer.

			Tener más o menos ministerios, presupuesto o empleados no habla de la calidad estatal; tener herramientas de evaluación de impacto, de participación y asuntos públicos y de planificación estratégica sí.

			Para finalizar quiero ser claro: las instituciones que permiten generar instancias participativas en el proceso de diseño, implementación y evaluación de las políticas públicas son siempre saludables y útiles, pero más necesarias son en contextos como los nuestros, en los que, como decíamos antes, el escenario político se encuentra altamente polarizado. 

			La polarización extrema complica siempre la gestión al dificultar los acuerdos mínimos que hacen falta para llevarla a cabo. Pensemos solamente en el Poder Legislativo, donde durante los últimos años les ha costado cada vez más a los partidos incluso ponerse de acuerdo para conseguir el quórum mínimo para sesionar. Ni hablar de obtener la mayoría en las dos cámaras necesarias para sancionar una ley, o mucho menos las dos terceras partes del Senado de la Nación para designar a un procurador general de la Nación, que está vacante desde 2017, a el reemplazo en la Corte Suprema de Justicia de Elena Highton de Nolasco, que renunció en el 2021.

			Quizás el más claro ejemplo de la dificultad de poder gobernar en contextos polarizados nos lo presenta el defensor del pueblo de la Nación, cargo creado por la reforma constitucional de 1994, puesto en funciones a fines de 1999 y que está vacante desde 2009.

			En los ejemplos anteriores bastaría el acuerdo al interior de la política para lograr la designación de esos funcionarios. Pensemos un minuto nada más en los problemas que para su resolución no basta con el consenso de los actores políticos, sino que requieren también los de un gran número de actores sociales, como la inflación.

			En este contexto la obsesión de Gonzalo y su tarea periodística y académica por lograr construir ámbitos formales e informales deben destacarse, más aún cuando toman la forma de un libro sólido, bien fundamentado y con propuestas concretas.

				Juan Manuel Abal Medina es doctor en Ciencia Política (FLACSO en asociación con Georgetown University), es magíster en Ciencia Política (Instituto de Altos Estudios Universitarios) y licenciado en Ciencia Política (UBA Universidad de Buenos Aires). 

			Es profesor titular regular de “Sistemas Políticos Comparados y Ciencia Política” de la UBA. Es investigador independiente del CONICET y de la UBA, con categoría I. 

			Publicó decenas de libros entre los que se destacan Manual de Ciencia Política (EUDEBA, 2010 y 2015), Muerte y resurrección de la representación política (FCE, 2004 y 2008), El asedio a la política: los partidos latinoamericanos en la era neoliberal (Homo Sapiens, 2002) y El federalismo electoral argentino (EUDEBA, 2001). 

			Fue senador nacional, jefe de Gabinete de Ministros de la Nación y embajador argentino ante el Mercosur, entre otros cargos institucionales.

			 

		


		
			PRÓLOGO 
Por Andrés Malamud

			“En Alemania, las políticas públicas tienen alta calidad y mucho consenso. La razón es que el procedimiento de toma de decisiones es participativo y parsimonioso: ello asegura que todos los implicados por la política proyectada participen en su formulación, y que lo hagan durante el tiempo que consideren necesario. El resultado es que nuestro Plan A tiene un 95 % de probabilidad de éxito. El problema es que no tenemos Plan B”.

			Esta idea me la transmitió un gran jurista alemán, director de una de las más prestigiosas sedes del Instituto Max Planck. Conocedor de la suerte alemana en las dos guerras mundiales, la frase iluminó mi comprensión: más que un país eficiente, Alemania es un país metódico. Pero cuando el método falla, el resultado no es la adaptación sino el fracaso.

			El libro de Gonzalo Aziz propone un método: la creación de un área gubernamental de Asuntos Públicos que promueva la formulación de políticas consensuales, capaces de superar la crónica pendularidad argentina. La previsibilidad, plantea el argumento, mejora la calidad y los resultados de la gestión pública. 

			El texto tiene dos grandes méritos. El primero es que reconoce el conflicto en vez de negarlo, y se propone administrarlo o resolverlo pero no esconderlo debajo de la alfombra. 

			El segundo es que realiza un estudio comparado, echando luz sobre los problemas nacionales a partir de experiencias exitosas de otros países. 

			Estas dos virtudes escasean en nuestro medio. 

			Primero, los defensores de las “políticas de Estado” suelen procurar la armonía en vez del compromiso, que consiste en realizar concesiones mutuas y no en encontrar un paraíso imaginario. 

			Segundo, la comparación ayuda a pensar creativamente, pero también a implementarlo realistamente. La pólvora, la rueda y los asuntos públicos ya están inventados, la cuestión es usarlos bien.

			Una política pública de Asuntos Públicos es necesaria pero no suficiente para lograr el desarrollo, advierte Aziz. La realidad le da la razón: Gran Bretaña es, quizás, el país que más y mejor ha aplicado esta estrategia y, sin embargo, su población votó por un Brexit del que hoy se arrepiente masivamente. 

			Como advertía Tusam, un famoso mentalista e hipnotizador argentino, “puede fallar”. 

			Este libro explica por qué hay que intentarlo.

			Andrés Malamud es licenciado en Ciencia Política por la Universidad de Buenos Aires (UBA) y doctorado en el Instituto Universitario Europeo. Es investigador principal en el Instituto de Ciencias Sociales de la Universidad de Lisboa.  

		


		
			INTRODUCCIÓN

			La gestión del diálogo es, ante todo, una propuesta política profesional que pretende colaborar con un cambio cultural que Argentina y muchos otros países requieren de manera urgente para resolver un problema de fondo que impide el acceso al desarrollo. Me refiero concretamente a la inexistencia de una plataforma sólida de políticas públicas, que ofrezca soluciones a los problemas de la sociedad y que sea capaz de trascender en el tiempo, sin importar quién gobierne. Hablo de políticas de consenso y políticas de Estado que promuevan estabilidad, atractivo a la inversión productiva, movilidad social ascendente, bien común y desarrollo.

			Entendiendo el “desarrollo” no solo como un mero concepto compuesto por indicadores económicos, sino como un estado de bienestar general más ligado a lo que llamamos “la dignidad del ser humano”, se puede afirmar sin miedo a equivocarse que la Argentina atraviesa una situación histórica de carencias que afectan a una enorme masa de su población, condenando a millones de personas a la pobreza en todas sus manifestaciones.

			La pregunta inicial de este libro, inspirado en mi tesis de Maestría en Políticas Públicas (Universidad Austral, Argentina), pasa por dos cuestiones: ¿qué ocurre en Argentina?, ¿y por qué? 

			Básicamente, lo que planteo desde el comienzo es la elaboración de un diagnóstico general: Argentina es un país que —salvo algunas excepciones— no cuenta con una base de políticas consensuadas capaces de perdurar en el tiempo. Por esa razón, y a través de los cambios de gestión, el país experimentó vaivenes constantes, sometiendo así a las personas y organizaciones a un estado de inestabilidad cuasi permanente que genera cambio de reglas de juego, inseguridad jurídica e imprevisibilidad. En consecuencia: un escenario poco atractivo para la inversión del privado que es —en todo el mundo— el único sector con capacidad de crear trabajo genuino y, en consecuencia, ascenso social y mejora de la calidad de vida de las personas.

			Basta con observar los datos de la macroeconomía en distintos períodos abarcados por gobiernos de diverso color político para advertir cómo los indicadores evidencian un problema de fondo. Elegí —a modo de ejemplo— una década comprendida por dos gestiones cuasi antagónicas: 2010-2019, es decir, el último año de la primera presidencia de Cristina Fernández de Kirchner (Frente para la Victoria), la segunda completa y la presidencia de Mauricio Macri (Cambiemos). Nótese que el nombre de la alianza que llevó a Macri a vencer al kirchnerismo sintetiza en una palabra la necesidad de cambiar de cuajo algo preexistente. 

			Veamos qué dicen los datos de la macro en ese período de 10 años:

			-	Inflación promedio: 33 % anual

			-	Tasa de crecimiento del PIB per cápita: 0,2 % anual

			-	Inversión privada promedio, con relación al PIB: 17,1 %

			-	Tasa de desempleo promedio: 7,9 % (es relativa ya que toma como “empleados” a quienes están buscando un empleo)

			-	Pobreza promedio: 29,3 % anual 

			Todos las variables evidencian que el problema es grave. Más aún, como suele escucharse en la lengua popular: “no hay peor ciego que el que no quiere ver”. La respuesta de muchos dirigentes responsables durante la gestión pública es: “Pasa en muchos lugares, sobre todo en la región”. Para echar por tierra ese pobre argumento basta con ver qué ha ocurrido en otros países con el indicador central del análisis macroeconómico: el crecimiento del PIB per cápita (tasa real) durante un período prolongado (1978-2018): 

			[image: Cuadro]

			
			Veo con desazón —y lo expreso con el más absoluto de los respetos— cómo países que no cuentan con la cantidad ni con la variedad de recursos con los que ha contado y cuenta Argentina han logrado expandir sus PIB per cápita mucho más, generando condiciones socioeconómicas más amigables para con sus pueblos.

			Ya respondimos al qué nos pasa. Ahora vayamos al por qué. La hipótesis que presento desde el arranque de este libro plantea que la Argentina es un país cuya cultura política ostenta altos niveles de confrontación que impiden que quienes habitamos este país alcancemos acuerdos básicos para definir un rumbo consensuado por una mayoría. Lo interesante (y preocupante) es que este componente confrontativo que nos define existe en nuestro ADN desde que decidimos independizarnos de España y construir un Estado nación. 

			No es el objetivo de esta obra hacer un análisis sociológico al respecto, pero con una simple mirada a nuestra historia observamos cómo siempre definimos nuestro destino de país en base a clivajes. A principios del siglo XIX la lucha fue entre quienes querían la independencia y quienes querían seguir ligados a la “madre patria”. Luego, conseguida la independencia, la lucha fue por el formato político de país: federal o unitario. Y por un modelo económico: proteccionismo o libre cambio. Y por una estructura cultural: popular o aristocrática. Todo planteado en términos blanco/negro. Todo resuelto a sangre y fuego. 

			Más adelante fue el tiempo de los radicales y los peronistas, de los “compañeros” y los “gorilas”, de los leales y los traidores. Y tantos antagonismos más. Incluso, durante décadas, llevamos esta manera de relacionarnos a otros mundos menos ligados a la política, como es el caso del fútbol, donde las diferencias entre hinchas de distintos equipos provocaron confrontaciones tan banales como inexplicables, derivadas muchas veces en acontecimientos de violencia extrema con consecuencias fatales. Incomprensible.

			Lo cierto es que históricamente definimos subjetividades —más que por propias cualidades— por oposición a un “otro” antagónico. La teoría de Carl Schmitt —y su posterior relectura evolutiva elaborada por Chantal Mouffe— aplicada a la construcción de la cultura política argentina, promotora de antagonismos históricos.

			En el ámbito político esta cultura de relacionamiento de corte confrontativo ha llevado al país a experimentar una tendencia pendular: gobierno que llega, gobierno que destruye todo lo que hizo el anterior. Así, entre gobierno y gobierno cambian la política fiscal, la política tributaria, la política exterior, la política previsional, la política social. Así como el abordaje de las cuestiones relacionadas con el régimen de contratación laboral, con la justicia penal, etcétera. Es decir que de gestión a gestión se modifican los pilares que sostienen el rumbo del país, de las provincias y de las ciudades.

			Para peor, en muchos casos, no hay que esperar a que cambien los gobiernos para que varíen las reglas de juego. Las modificaciones de rumbo se dan aún dentro de una misma gestión. Está claro que la evaluación de las políticas públicas debe ser permanente y que eso supone muchas veces modificar el rumbo de las cosas. Pero el problema ocurre cuando los cambios de rumbo dejan de ser la excepción para convertirse en la regla. Evidencia de esto es el índice de durabilidad de los ministros a lo largo de las gestiones. Entre 1938 y 2018 la duración promedio fue:

			-	Ministro de Economía: 1,3 años

			-	Ministro de Defensa: 1,7 años

			-	Ministro de Salud y Acción Social: 1,8 años

			-	Ministro del Interior: 1,9 años

			-	Ministro de Educación: 1,9 años

			-	Ministro de Trabajo: 1,9 años

			-	Ministro de Relaciones Exteriores: 2,3 años

			-	Ministro de Justicia: 2,3 años

			El recambio de ministros de cartera es indicador de modificación de la política pública del área en cuestión. Ergo, más/menos un cambio de rumbo.

			La pregunta es: con semejante nivel de inestabilidad, ¿quién se vería incentivado a invertir su capital en un país así? 

			Vayamos a un ejemplo simple. Hay un fabricante de un producto X. Hay un “gobierno A” que fomenta ese rubro generándole baja de impuestos, otorgándole subsidios, impulsando una ley en Congreso para incentivar la producción, promoviendo centros de formación de trabajadores especializados. Cuatro años después aparece un “gobierno B” que, por el contrario, le pone un impuesto extraordinario, le quita los subsidios y cierra los centros de formación profesional. Eso, lógicamente, provoca un daño a la inversión hecha y desincentiva su continuidad, generando un impacto negativo en el sostenimiento de las fuentes de trabajo existentes y desalentando la creación de nuevas vacantes. 

			Dicho esto, ¿acaso no sería mejor que las reglas de juego se mantuvieran en el tiempo más allá de los gobiernos? La respuesta es obvia.

			Siguiendo con la hipótesis inicial entendemos que:

			-	un país se desarrolla si y solo si tiene una plataforma sólida de políticas de consenso y de Estado; 

			-	que estas políticas de consenso se configuran si y solo si estas trascienden a los gobiernos de turno;

			-	que esto ocurre si y solo si, durante la formulación e implementación de las políticas públicas (y en búsqueda permanente de consensos), se convoca a participar a la mayor cantidad posible de actores afectados, involucrados e interesados en las mismas (opositores políticos, adversarios, especialistas, ciudadanos de a pie, etcétera);

			-	que esto solo ocurre si y solo si existe entre aquellos una relación sólida y perdurable.

			Nuestra historia evidencia, salvo en situaciones muy puntuales, una falta de vocación de convocatoria a los actores involucrados/interesados/afectados en las problemáticas que aquejan a nuestra sociedad. El ego y la necesidad de protagonismo llevan a los gobiernos a producir sus políticas en absoluta soledad, sin compartir la autoría de estas con otros, mucho menos con sus adversarios políticos. 

			Algunas iniciativas, es cierto, pasan por el Congreso de la Nación, pero allí la estadística indica que los oficialismos cuentan, en el mejor de los casos, con mayorías capaces de sancionar sin debate o, en el peor, con herramientas de poder capaces de influir en la oposición para que acompañe sin mayores cambios (recursos para las provincias, etcétera).

			Por otra parte, tampoco hay vocación de convocatoria en las demás fases de política pública, como lo son la implementación y la evaluación. Ejemplos de esto son los organismos plurales colegiados de control que —salvo algunas excepciones— no reportan beneficios al Estado, pues no cumplen con las funciones institucionales para las cuales fueron creados. Tal es el caso de las comisiones bicamerales de seguimiento del Congreso de la Nación, que no solo no auditan las cuestiones para las que fueron conformadas, sino que —para peor— prácticamente no se reúnen.

			Está claro que en Argentina no se propician —de manera eficiente ni eficaz— espacios plurales e institucionales de relacionamiento entre los actores de poder que promuevan vínculos capaces de generar acuerdos elementales para la vida pública, llevando soluciones concretas a los problemas concretos que padecen a diario millones de personas. 

			En definitiva, el relacionamiento político-dirigencial en la Argentina no se desarrolla de manera institucionalizada, estratégica ni sistemática. Existen funcionarios y dependencias de Estado que trabajan en el tejido de vínculos, pero lo hacen de manera independiente e informal, por fuera de la estructura de la administración pública. No hay una política pública estratégica en este rubro.

			El resultado es lapidario: no nos damos tiempo ni espacio para debatir temas elementales para la vida del país tales como:

			-	Una nueva ley de coparticipación federal (pendiente desde la Reforma Constitucional de 1994) que haga que los gobiernos provinciales no deban mendigar recursos del gobierno central.

			-	Una reforma del sistema de contratación laboral atractivo a la inversión productiva que genere empleo genuino.

			-	Una reforma del Régimen Penal Juvenil que ponga a la Argentina en sintonía con la región y con el mundo, ofreciendo una respuesta concreta a una sociedad que experimenta situaciones traumáticas irreversibles.

			La gestión del diálogo es —entonces— una propuesta que pretende colaborar en la tarea de revertir este estado de cosas, produciendo una política pública de Asuntos Públicos en la órbita del Estado (en cualquiera de sus tres niveles), entendiendo que dicha tarea conforma una práctica formal capaz de promover el relacionamiento estratégico y sistemático entre actores de poder. Actores con distintos intereses y objetivos. Actores necesarios para resolver problemas tan profundos como cotidianos. Actores necesarios para promover el bien común y el desarrollo. 

			Gestionar el diálogo desde el mismísimo seno de la administración pública, a través de una dependencia profesional destinada a pensar, organizar, producir, sistematizar y coordinar el esquema de relacionamiento entre el gobierno de turno y los actores de poder que:

			-	institucionalice estratégicamente los vínculos de los integrantes del gobierno con un nutrido mapa de stakeholders afectados o interesados en las problemáticas;

			-	promueva la participación permanente de estos en la gestación, implementación y evaluación de las políticas adoptadas por la administración;

			-	incentive el diálogo y la construcción de confianza tendiente al consenso;

			-	materialice los consensos en políticas públicas cocreadas trascendentes en el tiempo.

			Hay quienes subestiman y desmerecen estas prácticas. Y tienen sus razones para hacerlo. Sobre todo porque el relacionamiento político-dirigencial en la Argentina ha sido casi siempre una práctica desarrollada a espaldas del pueblo, en la oscuridad. También porque muchas veces (por no decir siempre) aquel relacionamiento no ofreció soluciones concretas a los problemas de la gente, sino que ocurrió únicamente por la mera necesidad interesada de dos o más partes.

			Aquello que llamamos “la rosca”, tan necesaria para entablar vínculos entre actores de poder, carece de dos elementos centrales para la política eficiente y eficaz: no formaliza acuerdos (por lo tanto, no hay garantía de que se cumplan) ni se materializa en proyectos de política pública (simplemente se plantean ideas e intenciones). Es decir que sirve para generar vínculos y para destrabar situaciones coyunturales, pero no garantiza soluciones de mediano y largo plazo.

			Para revertir eso es clave formalizar, institucionalizar y profesionalizar la gestión de las relaciones entre la dirigencia pública, privada y del tercer sector. Y es fundamental que el gobierno de turno sea un actor central en dicho proceso, asumiéndose a sí mismo no como un mero árbitro entre los players sino como un actor más (el más importante) en el escenario público. Autopercibirse como “actor” supone asumir públicamente que hay intereses y objetivos. El gobierno (en la conducción circunstancial del Estado) los tiene. Y está bien que así sea. Por ende, debe negociar con los demás actores de poder: sus adversarios políticos, los empresarios, los sindicatos, los cultos, los movimientos sociales, etcétera. 

			La cualidad diferencial del gobierno en cuanto actor es que tiene además la potestad de establecer marcos de referencia para las prácticas de los demás actores en el escenario público. Pero eso no le quita su rol de actor.

			Veremos en el desarrollo del libro, en detalle, cómo los Asuntos Públicos son aquellos temas y problemáticas que afectan a una porción significativa de una determinada sociedad y cuya solución exige la participación de una multiplicidad de actores, puesto que ninguno por sí solo goza de la autonomía suficiente para resolver la cuestión, sino que necesita de otros. Y cómo entonces la relación entre ellos se vuelve clave para solucionar el problema. Es así como la gestión del vínculo se convierte en algo elemental en pos de lograr el objetivo. 

			No se trata de “la vieja política”. Muy por el contrario, una política pública de gestión de los Asuntos Públicos es central a fin de sentar las bases de aquello que llamamos “gobernanza”, base de gestación de gobiernos participativos, abiertos, transparentes. La participación de las partes interesadas en una problemática, la cooperación y la búsqueda de acuerdos son —además— pilares fundamentales del paradigma de “gobierno abierto” que pide hoy el mundo desarrollado. 

			La Argentina nunca tuvo una política pública de Public Affairs. Sí es cierto que hubo y hay en la actualidad algunos casos que en el seno del Estado profanan conceptual y prácticamente la gestión de los Asuntos Públicos. En concreto: hubo y hay algunas pocas oficinas públicas que llevan en su nombre los “Asuntos Públicos” pero que se dedican a otras cuestiones diferentes tales como, por ejemplo, la comunicación. Esto obedece, en parte, a que hay en el sector público argentino un profundo desconocimiento conceptual y práctico de lo que significan los Asuntos Públicos y su correspondiente gestión, cosa que no ocurre en el privado. Las principales compañías tienen departamentos profesionales de Public Affairs que gestionan de manera estratégica las relaciones entre las mismas y los gobiernos, la competencia, los sindicatos, etcétera. 

			Esta es —entonces— una propuesta que no registra antecedentes en el país. Por lo tanto, todo lo que se ha volcado en esta obra ha sido validado por medio centenar de actores de poder altamente relevantes en la vida política de la Argentina, quienes han manifestado su aval al planteo de la problemática y a la propuesta de solución.

			Se trata, como se dijo anteriormente, de un cambio cultural muy ambicioso. Por eso, la propuesta goza de una sólida base teórica que comprende a las teorías del Estado, la política y lo político. Se abordan distintas corrientes de pensamiento para, de modo general, cotejar dos maneras de concebir la cuestión: una mirada de orden confrontativo y otra pluralista, entendiendo que el fondo de la cuestión está allí donde se acepta que las sociedades evolucionan gracias a los acuerdos y no fruto de la guerra.

			La carencia de antecedentes locales otorga un peso aún mayor a la política comparada con otros países donde la gestión del diálogo político-dirigencial es una costumbre de larga data. Tal es el caso emblemático del Reino Unido. Londres es una ciudad cuyo gobierno cuenta, dentro del gabinete de ministerios, con una oficina de Asuntos Públicos que gestiona las relaciones con los adversarios políticos, las empresas, los sindicatos, etcétera, así como también con los países de la región y del mundo. 

			No es extraño que eso ocurra en una de las cunas del lobby como tampoco lo es el resultado positivo que aquella gestión genera para la sociedad británica, independientemente de si gobiernan los conservadores o los laboristas.

			Considero indispensable destacar que la propuesta que este libro viene a traer, tratándose de una idea que pone lo público como actor protagónico, sigue al pie de la letra todos los lineamientos que la Ciencia Política establece para la formulación, producción, implementación y evaluación de las políticas públicas. Y que trata de una propuesta de política pública capaz de ser implementada en todos los órdenes del Estado (nacional, provincial y municipal). Aunque se tiene en cuenta el reparo de que, por tratarse de una iniciativa nueva en el escenario local, puede ser recomendable su implementación inicial en la ciudad capital del país, entendiendo que esta cuenta con un estándar de institucionalidad y presupuesto que podrían facilitar una prueba testigo.

			La gestión del diálogo es una propuesta para promover un cambio cultural que sustituya grieta por diálogo. “Diálogo” viene del latín dialogus, que significa “discurso racional”. Dialogus incorpora a un “otro”. Entonces, remite, como mínimo, a dos discursos racionales que interactúan en la búsqueda de la “verdad”, que es el bien más preciado que ilumina todo.

			Aquí aparecen dos elementos importantes: 1) lo racional; 2) la consideración de un “otro” en busca del bien mayor. Entonces “dialogar” significa estar dispuesto a hacer el esfuerzo de escuchar al otro, de aceptar al otro en busca de algo superador: el bienestar general. 

			Daniel Kahneman, prestigioso psicólogo israelí-estadounidense, Premio Nobel de Economía (2002), en su maravillosa obra Pensar rápido, pensar despacio, dice, palabras más, palabras menos, que el cerebro es perezoso. Que insume muchas más calorías el trabajo de detenernos a reflexionar, a pensar con detenimiento. Y que es mucho más económico en términos calóricos actuar por reacción, por impulso. En definitiva, que para nuestro cerebro es mucho más fácil y económico ratificar los sesgos que abrirse a lo diferente. Pero ¿es mejor? 

			Podríamos aquí hacer una simple comparación con otra fase de la salud. Preguntarnos si preferimos sentarnos en un sillón con un buen plato de comida profundo en calorías y una fría y exquisita cerveza mientras vemos la TV o bien salir a trotar y hacer ejercicios físicos. Seguramente sea más fácil lo primero, pero mucho más sano lo segundo.

			La pregunta es: ¿qué elegimos hacer? Seguramente abrirse al diálogo con quien piensa distinto sea un ejercicio mucho más desgastante que la simple acción de cancelarlo. Pero, como todo en la vida, es difícil hasta que nos acostumbramos.

			La tarea se facilita cuando vemos al otro como un semejante. Como una persona que, como nosotros, sufre por amor, se alegra por ver a sus amigos, disfruta de un buen vino, de una canción, de una película. Que, seguramente, como nosotros, perdió a un ser querido. Y tantas otras cosas más. 

			Su único pecado es pensar distinto de mí. Aunque en realidad lo que ocurre es que él o ella cree que hay otra manera de ver el mundo, de resolver los problemas. Y además: ¿quién me asegura que yo soy dueño de la razón? ¿Quién dice que mi manera es mejor que la del otro?

			Se trata de ver en el otro una oportunidad. 

			Lo que vengo a proponer aquí es gestionar las relaciones entre personas e instituciones que ejercen o pretenden ejercer representatividad en una determinada sociedad. Y propongo hacerlo de manera estratégica, meditada, profesional, medible, evaluada y reelaborada. Pero, sobre todo, considero esencial que quienes detentan el poder del sector público, como promotores de las políticas que rigen la vida de un país, una provincia o una ciudad, tomen la iniciativa de vincularse sistemáticamente con el resto de los actores con el objetivo de buscar acuerdos y consensos básicos.

			Insisto en que La gestión del diálogo es una propuesta colaborativa con un cambio cultural que la Argentina necesita hacer de manera urgente. Otros países ya lo han hecho y con mucho éxito.

			Las experiencias internacionales demuestran con absoluta certeza que aquellos países cuyos dirigentes han elegido priorizar el bienestar general por sobre sus diferencias particulares lograron el desarrollo. España, por ejemplo, ha salido del franquismo con los Pactos de la Moncloa, que encontraron a la izquierda y a la derecha dialogando, acordando y finalmente consensuando una plataforma de políticas públicas para estabilizar la macroeconomía, crecer sostenidamente al 3,5 % durante tres décadas y crear las condiciones que permitieron su ingreso a la Unión Europea. Antes de los Pactos, España tenía un PIB per cápita equivalente a la mitad del argentino. Hoy es tres veces más grande. Habría que preguntarles a los españoles qué prefieren: políticos peleando por sus diferencias ideológicas o acuerdos que conduzcan al bienestar.

			Claramente, los acuerdos rinden mucho más que la confrontación. Gestionar el diálogo entre los actores de poder es indispensable para lograrlos. 
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